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II. HECHOS DENUNCIADOS Y ANTECEDENTES.
En fecha 25/01/2021, la señora iñtérpuso su denuncia —folio 1— en

lá cual manifestó, en síntesis, que contrató con.el proveedor por los servicios de reparación para el cambio

de pantalla en su teléfono: móvil Samsüng Galaxy S8: en fecha 23/01/2021, caneelando un monto de

$195.00 dólares, pero transcurrida media hora después dé instalada ia pantalla presentó problemas:;

aparecieron rayas y luego sé apagó. Lo antérior lo informó vía WhatsApp al proveedor, pero no le contestó,

por lo que llama el día 25/01/2021 y el proveedor le iritorma que él trabajo no cuenta don garántía,

Asifnismo, en fecha 23/04/2021 la denunciante ratificó su denuncia, en el Centro de Soltición de

Controversias—en adelante CSC—, en contra del. proveedor deñuncladó (f. 12), a lín qtie la Defensoría

del Consumidor iniciara las diligencias dé conc i Ilación:, instancia en la éúál la .parte; proveedora no: asistió a

ninguna de las audiencias, conforme, a lo consignado en las actas dé resultado dé conciliación de folios 38

y 43, ni presentó causa justificada de sil incómpareceneia;réiteráda.

En razón de lo anterior, y conforirié al artícirio ll l inc. 2° de la Ley de Proteeeíón al Consumidor —

en adelante LPC—, sé presumió legálméñte cómo cierto ló mániféslado por la consumidora en .su denuncia

y se remitió él expedienté desde áquella sede a, este Tribunal. Posteriormente se inició el presente

procediniientó adrninistrativo sancionatorio mediante resolución de las. once horas con cuarenta y siete

minutos del día 08/01/2024 (fs. 46 al 48),

III. PRETENSION PARTICULAR,

Parte consumidora pide al proveedor ''le revierta lú cancelado $ 195.00, por la reparación del cambio

de pantalla que realizó en su teléfono celular, ya que este salió defectuoso "

lY. INFRACCION ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA INFRACCION.

y

Tal como consta en resolución dé inicio —^folios 46-48—, sé le imputa al proveedor dénunciado la

comisión de la infracción grave estáblécidá eñ el ;ái4iculo 43 letra é) dé la LPC, que estipula: "Son

infracciones graves, las acciones u omisiones siguientes: e) No prestar los servicios en los términos

contratados (...) ".

Respecto de la infracción establecida en el artículo :43 letra e), se.tiene que, la'LPG prevé obligaciones

y prohibicíones dirigidas a lospróvéedores, estableciendo una serié: de infracciones administrativas en caso

dé incumpliniientós por parte dé los misrriós, entré las cuales se encuentra la contempiada en el artículo 43
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letra e) de la LPC, el cual, literalmente prescribe que constituye una infracción grave: "No entregar los

bienes o prestar los servicios en los términos contratados" (resaltado es propio). La anterior disposición,

se encuentra estrechamente vinculada Con la obligación que la LPC dispone para todos los proveedores de

servicios, según se establece en el artículo 24 de la ley en mención: "Todos ¡osprofesionales o instituciones

que ofrezcan o presten servicios, están obligados a cumplir estrictamente con lo ofrecido a sus clientes.

Las ofertas de servicios deberán establecerse en forma clara, de tal manera que, según la naturaleza de

la prestación, los mismos no den lugar a dudas en cuanto a su calidad, cantidad, precio, tasa o tarifa y

tiempo de cumplimiento, según corresponda " (resaltados son propios), de tal suerte que todo proveedor de

servicios está obligado a garantizar que el consumidor fue plenamente informado de todos los términos de

la contratación.

Por lo anterior, en el presente caso, este Tribunal deberá analizar si el supuesto infractor, proporcionó

de forma clara los términos de la contratación, cuáles fueron las condiciones en que se ofreció el servicio,

en cuanto a calidad, cantidad, precio y tiempo de cumplimiento (entre otros), según corresponda; y

determinar finalmente. Ja existencia del incumplimiento por parte del proveedor en la prestación de los

servicios, según los términos contratados por la consumidora, lo que, en caso de configurarse, daría lugar a

la sanción prescrita en el artículo 46 del referido cuerpo de ley, siendo esta la multa hasta de doscientos

salarios mínimos urbanos en el sector comercio e industria.

V. CONTESTACION DEL PROVEEDOR DENUNCIADO

Se siguió el procedimiento consignado en el artículo 144 y siguientes de la LPC, respetando la garantía

de audiencia y el derecho de defensa del proveedor Óscar Alejandro Ordoñez Varela, pues en resolución

de inicio de folios 46-48, se le concedió el plazo de diez días hábiles contados a partir del siguiente al de la

notificación de dicha resolución, para que incorporara por escrito sus argumentos de defensa,y presentara

o propusiera la práctica de pruebas que estimara conveniente, la cual fue notifieada al rnismo en fecha

16/01/2024, según consta a folio 50. Asimismo, en fecha 08/02/2024 —folio 51 — se ordenó la apertura a

prueba del presente procedimiento, el cual también fue notificado en fecha 16/02/2024 —folio 52—; sin

embargo, no hubo pronunciamiento, ni aportación de pruebas por parte del proveedor, en ninguna de las

referidas etapas.

Es así, que este Tribunal se pronunciará sobre la conducta imputada al denunciado con base en la prueba

que consta en el expediente de mérito, ya que no intervino a ejercer su derecho de defensa, pese habérsele

otorgado la oportunidad piwed¡mental para hacerlo.

VL VALORACIÓN DE PRUEBATHECHOS PROBADOS
A. De conformidad con los artículos 146 de ía LPC y 106 ine. 3° de la Ley de Procedímietit^

Administrativos —en adelante LPA—, las pruebas oportunas, pertinentes y conducentes apolladas en el



procedimiento, serán valoradas conforme a las regias de la sana erítica; a: éxeepción de la prueba
documental, la cual se realizará conforme al valor tasado de larniisma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Gonstitucional en la resolucidn ftnái prdnúnciadaen el proceso acumulado

con número de referencia 23-2Ó03/4I-2G03/50-2003/17^2005/21-2005, de fecha 18/12/2009, en lo que
concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: "Cmá/íí/í) Iü 'titilizaeión' de ía máxima de experiencia

viene predeterminada por la norma procesal, hablamos del sistema de valoración denominado prueba

tasada o tarifa legal; es decir, en la prueba tasada o tarifa legal, lo que hüce el legislador es proveer una

de las máximas que deben integrarse al razonamiento probatorio del juez, como la premisa mayor del

silogismo fundamental sobre cada medio de prueba (...jetiégisladór señala una lista de medios de prueba

y a cada una té asigna un determinado y preciso valor probatorio—perfeza objetivar--; es decir que, en

este caso, amparado en la seguridad jurídica, el legislador determina previamente la máxima de

experiencia, aunque con distintafuerza dependiendo de la prueba de que se trate'" (resaltados son propios).

Dicho esto, el artículo 1Ó6 inc. 6° de la LPA, dispone: "LOS documentos formalizados por los

funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en ios qiie, observándose los requisitos

legales correspondientes se recojan los hechos consíatados por aquéllos, harán ¡Trueba de estos salvo que
se acredite lo.cgntrario".

Además, e| artículo 341 del Código Procesal Civil y Mereantií —en adelante CPCK'l—determina el

valor probatorio de los instrumentos, eúd'Los instrumentos públicos constituirán prueba fehaciente de

los hechos, actos ó estado de cosas que documenten; de ¡a fecha y personas que intervienen en el mismo,

a.d como del fedatario o funcionario que lo expide. Los instrumentos privados hacen prueba plena de su

contenido y otorgantes, si no ha sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado, demostrada. Si no

quedó demostrada tras la impagnación, los instrumeníos sé valordráü conformé a las reglas dé la saña

enV/cn" (resaltados son propios).

Así las cosas, este Tribunal valorará la prueba de conforrnidad á los métodos" aceptados en el

ordenamiento jurídico, para pósteriormente determinar si en el presenté procedimiento sé ha configurado

la infracción, consignada en el artículo 43 letra e) de la LPC.

B. En él presente caso, es menester señalar qiie el expediente fue certificado a este Tribunal de

conformidad a la presunción legal establecida en el artíeulo 1 12 inciso segundo de la LPC, por lo que en

aplicación de dichá disposición se. presumirá legálmentéeOnió ciértO. lo manifest^^^^^ la denuncia.

De conformidad con el; artículo 414 del CPCM, las presunciones legales, coñOcidas como preSuneidnes

luris íaníum, son aquellas en razón de las cuales la persona a la que fáxmrézCd quedará dispénsádá de la

prueba del hecho presunto al estar probados los liechós en que se basé:
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Sin embargo, las mismas admiten: prueba en contrario, y en ese caso la actividad probatoria se podrá

dirigir tanto a demostrar que ios indicios probados inducen a un hecho distinto o a ninguno, como a

éfectuar ta contraprueba de dichos indicios para establecer su inexistencia.

Jurídicamente, la presunción se define como aquel razonamiento en virtud del cual, partiendo de un

hecho que está probado o admitido, se llega a la consecuencia de la existencia de otro hecho que es el

supuesto fáctico de una norma, atendiendo al nexo lógico existente entre los dos hechos.

Las presunciones son un método lógico para probar y están compuestas estructuralmente de una

afirmación, hecho base o indicio, de una afirmación o hecho presumido y de un enlace. La afirmación base

o el hecho base -=-también conocido cómo indicio— recibe está denominación porque es el punto de apoyo

de toda presunción. La base de la presunción puede estar constituida por uno o varios indicios; pero lo

decisivo del iridicio es que esté fijado en el procedimiento y que resulte probado. En conclusión, la

afirmación presumida o el hecho presumido es una consecuencia que se deduce del hecho base o indicio.

C. En el presente procedimiento sancionatorio, se incorporó la siguiente prueba documental:

1. Fotocopia de factura No extendida por el proveedor en que consta que en fecha 23/01 /2021,

la consumidoi-a entregó la cantidad.de $ 195.00 en concepto de Pantalla Sam S8 (tj 5 vuelto).

2. Fotocopia de hoja de recepción de aparatos que ingresan a reparación, extendida por el proveedor

en techa 23/01/2021, a nombre de la consumidora , recibido por Osear Ordoñez

teléfono celular maraca Samsung S8 (f. 6).

VIL ANALISIS BE LA CONFIGURACION DE LAS INFRACCIONES

A. En el presente caso la infracción denunciada por la señora , es ía

descrita en el artículo 43 letra e) de Ja LPC, que prescribe: "Son infracciones graves, las acciones ii

omisiones siguientes: e) Ño (...) prestar ios servicios en ios términos contratados (...) en consecuencia,

de los elementos probatorios que obran en el expediente administrativo, se ha comprobado, mediante prueba

indiciaría o directa:

1. La relación de consumo preexistente a la denuncia, entre la señora

y el proveedor Óscar Alejandro Ordoñez Varela, en virtud de un servicio de servicio de reparación
deteléfono celular (f. 5 vuelto).

2. El pago realizado por la consumidora al proveedor por la cantidad de $195.00 dólares, en concepto

de precio del servicio antes descrito, consistente en cambio de pantalla de teléfono celular,

conforme, monto que fue pagado en fecha 23/01 /2021 (f. 5 vuelto).

3. El denunciado recibió el aparato de la consumidora el día 23/01/2021 según consta hoja de

recepción de aparatos que ingresan a reparación (f. 6), para la realización del servicio de reparación
por el que la consumidora había pagado.
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B. En virtud de lo anterior este Tribunal puede concluir:

i,. Qué al tenor del copprobanté de pagó tipo: "Factura", agregado como prueba én este expedientev
emitido por él proveedor,: el mismo jc comprometió a w^t^alar una paníaltaM dispositivo WóifiFmmé^
Samsting modéto Gaicvcy SS:propiedad de la denupciaíitei la cual debía euinplir con las características que:
el proveedor ofertó y, que lógicamente, el aparato: debía quedar funcionando en óptimas cóndielonés de

uso, ya que esa era la, razón por la cual la consumidora entregó cantidades de dinero al denunciado,

esperando qué dicho servicio perrnitieia utilizar el teléfono celular. No obstante, la consumidora reclamá

precisamehténque.el teléfono seguía sin poder usarse, ya que, a la media horade haberle entregado el aparato

supuestamente reparador presentó desperfectos eh lapahtaíla (repuesto que el proveedor había cambiado),

que impidierOh su uso. :

Existeh indicióSi que el servicio de instalación, de pantalla al teléfono celular Sams:iing: Galaxy S8„ nG

fue realizado en las; condiciones eOntrátádaS y con la debida diligencia que corresponde ctimpíir a. él i

proveedorvyíá mala; calidad de dicho sei-vicio derivó (seguñ la denuncia) en desperfectos que imposibilitan

él usó del dispositivo mismo,, ineumpliendo con lo ofertado por el proveedor, pues la consumidora esperaba
que su teléíbno celular le íuesé entregado en perfectas condiciones, por lo cual dicho servicio de tallér

(reparación) nO fue efectuado los términos que contrató.

En hilo GÓn |o anterior,.con la factura y la hoja de recepción para reparación, que constan agregados aí

presente expediente administrativo (fs. 5 vuelto y 6), y en cohcordancia con lo dispuesto en los arts. 1416

y 1417 del GódigO Civil, qüé detennina, que ló: pactado por las partes, es obligatorio pára los contratantes,

que además los cOntrátos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no sólo a lo que en ellos

se expresa, sino a todas las cosas que emanan, precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por'la

ley o la costumbre pertenecen a el la;; y de loshechos manifestados por la consumidora, se ha acreditado que

al momento en qué,Sé interpuso la deniincia en el Centro de Solueión de Conttoversias de la Defensoría del

Consumidor, el proveedor no hábía realizado la entrega del bien reparado en óptimas condiciones de

funciortamiento, ni tampoGQ la devolución de lo pagado por la eonsumidora, en virtud que el servicio no se

prestó en los términos: espérados y acordados. . . ,

2, Aunado a 10 anterior, él presente procedimiento se inició bajo la pre.sunción regulada en el artículo

112 inciso 2° de la LPC, es déCir qüe los hechos expresamente manifestados por la consumidora en su

denunciá se presumen ciertOs; por tanto, le correspondía al proveedor denunciado comprobar que

efectivaménté él servicio ófértado fue prestado en los términos contratados, o en su defecto que el mismo

no fue prestado por cáüsás ajenas a la voluntad del denunciado y que le eximiera de responsabilidad frente

a los hechos denunciados, o como óltima opción, pudo haber acreditado con la doeumentaelón pertinente,

que el dinero que la consumidora pagó por el seryicio dé reparación de su teléfono, íe fue devue/ío a (a

f
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denunciante en razón que dicho servicio no tuvo el resultado acordado. No obstante, el señor Óscar

Alejandro Ordoñez Vareta, propietario del establecimiento comercial MR. PHONE, no presentó ningún

tipo de prueba que reuniera dichas características, a pesar de que .se le brindó la oportunidad procedimental

de ejercer su derecho de defensa al aportar los elementos de prueba que justificaran si tenía una causa válida

que le eximiera de la obligación original adquirida, o que la devolución de lo pagado sí se había realizado,

y desvirtuar así la presunción del artículo 112 inciso 2° de la LPC.

En congruencia con lo expuesto, se advierte que, en el caso particular, dada la valoración de la prueba

antes citada, las disposiciones legales precitadas, la presunción del artículo 1 12 inciso 2° de la LPC, que es

sustentada con la prueba documental pertinente y la nula intervención del proveedor Óscar Alejandro

Ordoñez Vareta, propietario del establecimiento comercial MR. PHONE, este Tribunal considera que existe

responsabilidad por el cometimiento de la infracción que se le imputa, y efectivamente se configura el ilícito

establecido en el artículo 43 letra e) de la LPC por: "No (...) prestar los servicios en los términos

contratados", siendo procedente .sancionar al proveedor eonforme a lo establecido en el artículo 46 de la

misma ley, en relación a los hechos atribuidos por denuncia interpuesta por la consumidora

C Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia al tema de culpabilidad,

asi:

El principio de culpabilidad está reconocido por el artículo 12 de la Constitución que prescribe: «[tjoda

persona a quien se impute un delito, se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme

a la ley y en juicio público, en el que se le aseguren todas las garantías necesarias para su defensa»,

disposición que es aplicable no solo en el ámbito penal, sino además en el administrativo sancionador

(sentencia de inc. 3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo Constitucional, doce horas del 17/12/1992).

En e.ste sentido, la Sala de lo Constitucional respecto al principio de culpabilidad en materia

administrativa sancionadora ha expresado que «[ejl principio de culpabilidad en esta materia supone el

destierro de las diversas formas de responsabilidad objetiva, y rescata la operatividad de dolo y la culpa

como formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una responsabilidad personal por

hechos propios, y de forma correlativa un deber procesal de la Administración de evidenciar este aspecto

subjetivo sin tener que utilizar presunciones legislativas de culpabilidad, es decir, que se veda la posibilidad
de una aplicación automática de las sanciones únicamente en razón del resultado producido» (sentencia de

Inc. 18- 2008 de Sala de lo Constitucional doce horas veinte minutos del 29/04/2013),

Cabe destacar que una de la sub-categorías: o corolarios del principio de culpabilidad, es la

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina

administrativa sancionadora. Este principio implica que la sanción únicamente puede recaer a quien en



forma dolosa o culposa ha participado en ios hechos qüe configuran una acción ilícita;.así. lo expone "Nieto
a! referir que «Íe]l gravamen que la sanción representa solo podrá réeaer sOhre aquellas [personas] que han

participado de forma dolosa ó culposa en: Ios-hechos:cÓnstitutiyos de inhaGctón. Por jo tanto, no es posible
exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínGulG persón d con el actor o la simple titularidad de

la cosa o actividad en cuyo marco se produce la infracción. La exigencia de individualización de la sanción

supone un veto a la responsabilidad objetiva» [MiCtO, Alejandró, ÍDereeho Administrátivó Sánciónador,

quinta cdición íotalmente reformada, Madrid. Editorial fecnos, p. 329, 2011].

En este orden, conforme al principio déCulpabiíidad solamente responde el administrado por Sus actos

propios, de este modo, se repele la posibilidad de construir una responsabilidad objetiva ó basada en la

simple relación causal independiente de la voluntad del autor. En congruenciá con ló expuCsto, en el

Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el; principió de culpabijidad, de tal suerte que el

elemento indispensable para sancionar up actuar, es la determinación de la responsabilidad subjetiva.

(Sentencia emitida en el proceso 90-2014 por la SCA, a: las Catorce horas cincuehtá y uno minutos del

24/10/2019,

En relación con el tema de la responsabilidad; subjetiva del proveedor denunciado, este Tribunal

considera necesario analizar si el misino haobradó dolosa ó cua'ñdo menos-culposamente; es decir, que la

transgresión a la norma haya sido querida o Se deba, a imprudencia O; negligencia. Por tanto, la existencia

de un nexo de cúlpabiiidad Gonstituye Una; condición para la con figuración de las conductas sancionables.

Ahora bien, en el presente caso ha quédad.o establecido el cometimiento de la .jnfracción de manera

culposa por parte dél próveCdor, pues no átendió con la debida diligencia su negóGto, ineumpliendo su

obligación de prestar los servicios en los términos contratados, conforrne alas óbligaciones y prohibiciones

contenidas en la LPC.

Vni. PARÁMETROS PAMLÁmTEmiNAClOTMSTsi^^

Como se expuso en los acápites precedentes, se estableció la comisión de la infracción grave contenida

en el artículo 43 letra e) de la LPC, lo cual se sanciona con multa hasta de doscientos salarios mínimos,

mensuales urbanos en la industria —artículo 46; de la LPG^—i por ello, es facultad de ;este Tribunal

determinar las sanciones y cuantificarlas multas que correspondah, a la luz délos parámetros:establecidos

en la LPC, su reglamento y la jurisprudencia aplicable. ;

Así, este Tribunal estábleee los criterios para la determinación de la multa, siendo éstos: tamaño de la

empresa, el impacto en los derechos del consiimidóL la naturaleza del perjuleiú causado o grado de

afectación a la vida, salud, integridad o patrimpnio dé. los consumidores; el grado dé Intencionalidad del

infractor, el grado de participación en la áeeión umrnisión, cobro ¡ndebido realizadoíy las circiinStanciás en:

que esta se cometa, según sea el caso. ' ■

1
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A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso:

a. Tamaño de ¡a empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype) en su

artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera; "Microempresa: Persona natural

o jurídica que opera en los diversos sectores de la economía, a través de una unidad económica con un

nivel de venías brutas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y hasta 10

trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o jurídica que opera en los diversos sectores de la

economía, a través de una unidad económica cóh un nivel de ventas brutas anuales mayores a 482 y hasta

4,817 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y con un máximo de 50 trabajadores".

A partir de la lectura del expediente administrativo, no es posible encajar al proveedor Óscar Alejandro

Ordoñez Varela, en ninguna de las categorías antes citadas, por no contar este Tribunal con la

documentación financiera requerida para efectuar dicho calculó, pese a haberse solicitado con anterioridad

según consta en la fesoitición de inicia del procedimiento sancionatorio de mérito (folios 46-48).

Es decir, en el presente procedimiento administrativo sancionador el proveedor ha mostrado una

conducta procesal que evidencia el incumplimiento de su deber a prestar la colaboración que le es requerida

para el buen desarrollo de los procedimientos (artículo 17 número 5 de la LPA), por haber omitido pre.sentar

la información financiera solicitada por esta autoridad sancionadora.

Pese a lo antes indicado, con el objeto de cumplir su obligación de resolver, de conformidad a los

principios que rigen el iiis puniendi, se realizará una interpretación pro administrado, por lo que,

únicamente para los efectos de la cüantillcación de la multa, este Tribunal procederá a considerar al

proveedor como un microempresario,%\máíinúo el equilibrio entre la finalidad disuasoria de la sanción

pecuniaria y el principio de proporcionalidad de dicha medida.

b. Grado de intenclonaHdad del infractor.

Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o cuando

menos culposamente; es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia o

uegligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para la
configuración de la conducta saneionable.

Así, én reiteradas ocasiones este Tribunal, ha establecido a través de sus resoluciones, conforme a lo

dispuesto en el artículo.40 inciso segundo de la LPG, que las infracciones administrativas son sancionables

aun a título de simple negligencia o descuido. Por otra parte, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo

42 inc. 2 del Código Civil, según el cual: Culpa leve (...) es la falta de aquella diligencia y cuidado que
los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios (...) así como a lo estipulado en el inc. 3°
del m¡.smo artículo: "El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia es responsable
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de esta especie de culpa", y a lo señaládo en el artícuÍQ 947 del Código de ComeFGÍo, relativo a quiT^
obligaciones mercantiles deben cumplirse con la dilígerteia de un buen comerciante en negocio propio

En cuanto a la comislón de, la infracción regulada en el artículo 43 letra e) de la LPC, del análisis de los
hechos y documentación agregada al expediente, este Tribunal determinó una actuación negligente por
parte del proveedor, pues al ser un comerciante dedicado a la venta de servicios de reparación de aparatos
electrónicos, se espera que dichos servicios sean prestados tal como son ofrecidos, situación que no consta
acreditada en el presente expediente, ya que no comprobó en legal forma—por la nula colaboración en la

aportación de elementos probatorios evidenciada en el procedimiento---, que el servició fue prestado en

óptimas condiciones, o que tenía una causa que exima de responsabilidad de responder por el defecto del

bien ala consumidora, o en su defecto, que el dinero que la consumrdóra pagó por el mismo, le haya sido

devuelto, ya que tuvo conocimiento de ello, porque lá denunciante lo requirió así según consta en denuncia

(fs. 1).

Por lo que, se configura, plenamente una Gondueta Heg%e/7te por parte del proveedor Óscar Alejandro

Ordoñez Varela, por no haber atendido con la debida dijigencia de un buen cornereiante en negocio propio,

las obligaciones y prohibiciones eontenidas en la LPC.

c. Grado de participación éñ la acción u otnisíón.

A partir dé un examen del presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado de

participación en la comisión de la infracción del proveedor es directa e individual, pues se acreditó que el

proveedor Óscar Alejandro Ordoñez Varela, en relación a la infracción regulada en el artículo 43 letra e)

de la LPG, no cumplió con la prestación del servicio contratado por la Gojisumidora;

d. Impacto en los derechos del consumidor y naturaleza del perjuicio ocasionado.

Este parámetro será considerado según lo establece la. Sala de lo, Oonstitucional en la sentencia de

ineonstitücionalidad de ref. 109-2013 de fecha 14/01/2016, en la que señala que uno de los factores de

dosimetría: punitiva es: "(...) él beneficio que, si acaso, obliené él infxictor con el hecho En el caso

concreto, es pertinente señalar que lá comisión de la infracción administrativa de "No (..fi prestar los

servicios en los términos contratados —^articuló 43 letra e) de la LPC-— provocó, én principio, un impacto

negativo en el derecho económico de lá consumidora, puesto que eíogó cierta Cantidad de dinero por la

contratación de un servicio, que no le fue prestado en la forma y calidad pactada.

e. Finalidad inntediata o mediata perseguida con la impofición de la sanción.

Mediante la imposición de la sanción —multa—, este Tribtinaí Sanciohador préténde causar un efecto

disuasivo' en el proveedor. ÓSCAR ALÉÍÁNDRO ORDÓIÑIEZ VARELA, quien ha cometido la infracción

^  'X:..) iM'sancíón admimsIrárm. perOgue um finalidadpítbUca piXpáUe de! Estado. qúarsdesmcenlivarcomitKta^^
ta cual no ¿idmiie cómo molivaclón p' osible uñ afánrclrihiitívo afavor délpürli'ciilái- interáiido. En ial sentidó,.Mrld fiVopia Admmislrqción
Pública la encargada de eslahlecer la procedencia y. nalnraleza de ¡a sanción q imponer, asicomo ia ciianlia. de sereí ca.io. de modo tai

<I
~pT,r.-:r



descrita en el artículo 43 letra e) de la LPC, con el fin de evitar futuras conductas prohibidas en detrimento

de los cónsurnidores y que adopté las medidas necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones

que le impone la LPC, situación qiie no consta acreditada en el presente procedimiento.

Por consiguiente, para la determinación y cuantíficación de la multa procedente, este Tribunal debe

prever que, en el caso concreto, la comisión de la conducta transgresora no resulte más ventajosa para el

infractor que asumir la sanción correspondiente, como consecuencia de la misma.

IX. DETERMINACION DE LA SANCION Y CUANTIFICACION DE LA MULTA

Este Tribunal, en uso de la sana crítica —artículo 146 inc. 4° de la LPC— y habiendo efectuado una

valoración conjunta de los criterios para determinación de la sanción-^—desarrollados en el apartado

anterior—, procederá a realizar el cáiculo de la multa a imponer al infractor Óscar Alejandro Ordoñez

Várela, pues sé ha acreditado el cometimiento de la infracción consignada en el artículo 43 letra e) de la

LPC, consistente en; "c) No (...) prestar los servicios en ios términos contratados (...)".

En tal sentido, habiendo concluido, entre otros aspectos, que la infracción cometida es una de las

calificadas como graves, sancionables con multa de hasta 200 salarios mínimos mensuales urbanos en la

industria, conforme al artículo 46 de la LPC; que el proveedor es una persona natural cuya capacidad

económica, para efectos de este procedimiento, es—-por presunción— la de un microempresario: que en

razón del grado de intencionalidad de la conducta cometida por el proveedor denunciado, no se acreditó el

dolo sino negíigehcia\ y, que ocasionó un perjuicio económico con la conducta cometida; resulta razonable

la imposición dé una sanción proporcional a la sola verificación del aludido quebrantamiento.

En línea con lo expuesto, es necesario señalar; que el principio de razonabilidad establece que las

decisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus ñicultades y manteniendo la

proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que debe tutelar. En consecuencia, este Tribunal

considera que en el presente procedimiento administrativo saneiOnador resulta pertinente fijar una multa

cuya cuantía resulta idónea, necesaria y proporcional pára. la consecución de los fines constitucionalmente

legítimos —efecto disuasorio—, previniendo así, situaciones en donde la comisión de las conductas

prohibidas por parte de los sujetos infractores resulta más beneficiosa que el cumplimiento de la norma

misma, lo cual a su vez podría llevar a incumplir la finalidad de tutela de los derechos de información y

económicos de los consumidores.

Finalmente, en el presente procedimiento el proveedor Óscar Alejandro Ordoñez Varela, ha mostrado

una conducta procesal que evidencia el incumplimiento de su deber a prestar la colaboración que le es

c/iie atmpla aiii hsfinespimcos ames cilaclos ". Rcsóliición Final N" 08-2020/CC2 emitida el 07/01/2Ó20 por la Comisión de Protección
Sede Central del Instituto Nacional de Deífcnsa;de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual de
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ttequeriÜa praei buen desarrollo de los procedimientos (artículo 17 número 5 de la LPA), tal y como se ha
establecido eri lá letra a del romano VIH, pues omitió presentar la infonnación tributaria solicitada por esta
autoridad sancionadora;: y a juicio de este Tribunal dicho comportamiento denota raltá de diligencia y de
cooperación del agente infractor dentro del procedimiento administrativo sancionador.

Por consiguiente, y coiilorme ai análisis antes expuesto, considerando los principios de disuasión,

proporcionalidad y razonábilidád que deben sustentar la imposición de la sanción, y de conform idad con lo

regulado en el artículo 139 húmero 7 de la LPA, este Tribunal impone a el proveedor ÓSCAR,

ALEJANDRO ORDOKEZí VÁmLÁs una multa de UN MIL SESENTA Y CUATRO DÓLARES DE

LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA CON CINCUENTA Y NUEVE CENTAVOS DE DÓLAR

($1,064.59), equivarentes á trps meses con quince días de .salario mínimo mensual urbano en la industria,

por la comisión de la inlVaGcidn regulada en el artículo 43 letra e) de la LPC, por no prestar los servicios

en los lérmínos contrataílús, según se ha establecido en el presente procedimiento administrativo; multa

que representa el 1.75% dentro del margen máximo estipulado por ley como consecuencia para la comisión

de tal infraccióh;—-^200 sálarios mínimos Urbanos en el sector industria—. siendo, ajuicio de este Tribuna!,

proporcional a la gravedád que comportan los hechos, según las circunstancias objetivas y subjetivas

previamente añal izadas.

REPOSICION DE LA SITUACION ALTERADA

La cónsiHñidófa solicitó en su denuñcia que ci proveedor: "le revierki lo cancelodo $195.00. por ta

reparación deieanihio de panídlla que realizó en su teléfono celular, ya que este salió defectuoso ". AJ

respecto, es necesario señalar ío siguiente:;

A. Coneerniente a la reposición de la situación alterada por la conducta infractora, la letra c) del artícüJó

83 de la LPC,: expresarnente señala que dentro de las atribuciones de este Tribunal se encuentra: "(...)■ ci

Ordenar arinfrqetor,. en los casos de afcuacion a intereses Individuales, colectivos o difu.sos, la reposición
de ta sítiiqeiónqtiercidq pon lá infracción a ai estado original. Entre las medidas para lograr la reposición:

de la situación alterada podrán ordenarse, ¡a sustitución del bien: ¡a devolución de lo cobrado

indebidamente ó ta reljaja del preció (...) "i
B. Siguiendo el misriió orden de ideas, la Sala de lo Constitucional, por medio de sentencia definitiva

pronunciada en el proceso de amparo referéñcia 1 í 1 -2002, señaló que "ón re.iriíución de ¡as cosas al estada:
en que se encontraban antes de la violación, no debe entenderse únicamente de.sde el punto de vista fisicó,
sino desde una perspectiva furídica-patrimtíiaal, cotno efecto directo de ¡a .sentencia estimatoria ".

En él mismo iSentído,, la Sala en niención, en la sentencia deíinitiva dictada en el proceso de amparo
referencia 73-2000, afirma que; reconocida la existeticia de un agravio en la esfera jurídica del
dematidante, la consecmncia lógiba es reparar el daño, restaurando las cosas al estado en que, se



encontraban anles de lá ejeciicióndd acto v derechos. Agrega que las sentencias pueden tener

distinto caráclerj dependiendo del soporte jurídico y fáctico dé la pretensión.

be igual forma, la S.GÁ, por medio de la sentencia definitiva pronunciada a las diez horas treinta

minutos del 19/05/2DQ8, en el próeéso referencia 130-2006, afirmó que el objeto de la normativa de

consumo-hace reíerericia a la protección de los^derechos de los consürhidores, a efecto de procurar el

equilibrios eertezá, y- seguridad,jurídica en las relaciones de consumo con los proveedores.

En respeto al principio de legalidad y con: la finalidad de darle cumplimiento al artículo 101 de la

Constitución y a los principios y directaces de laa Naciones Unidas para la prótección del consumidor, a

que ante los hechos acaecidos a partir dé la (echa de entrada en vigencia de la LPC reformada, y ante una

eventual resolución definitiva estimatoria a la pretensión de los consumidores, este Tribunal está obligado

por ley a ordenar la reposición de la: situación alterada por la infracción, según lo dispuesto en el artículo

83 letra c| de la LPC.

C. Por consiguiente, conforme al artículo,4 letra i) de la LPG la titularidad del derecho a elegir entre la

reduccióndel precio, el cambio de próducto o la devolución de lo pagado le corresponde a la consumidora

como un derecho irrenunclable de acuerdo al artículo 5 de la misma ley, es procedente ordenar la reposición

de la situación alterada de eonformidad a la pretensión de la consumidora, la cual consiste en; la devolución

del monto pagado.

Por consiguientey:en virtud de lo expúesto en el presenté-apartado, y la documentación agregada al

presenteprocediraientGndministrativo sancionador (fs. 5 vuelto y 6), este Tribunal considera procedente

ordenar a el proveedor Óscar Alejandro Ordoñez Varela, realice la devolucióp de lo pagado a la señora

, por la cantidad de-CIENTO NOVENTA CINCO BÓLARES DE

LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA (S195.00), por no prestar el servicio de reparación de teléfono

celular ert los términos contratados.

XI. DECISION

Por tanto, sobre la base de lo-anteriormente expuesto y con fundamento en los artÍGúlós 11, 14, 101

inciso 2° dé la Constitución: de la República; 4 letra i), 24, 43 letra e), 46, :83 letra b), 112 inciso segundo,

144 y s¡giuemc5 de la LPC; y 3, 78 inciso tercero, 139 y 154 de la LPA, este Tribunal RESUELVE:

a) SunciuneseB proveedor Óscar Alejandrp Qfdoñez Varelá con la cantidad de UN MIL SESENTA

Y CUATRO DÓLARES'DELOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA COX CINCUENTA
Y NUEVE CENTAVOS DE DÓLAR (Si,064;59), equivalentes a tres ■mese.s con quince días de
salario mínimo mmual urhmó en la md¡isíria—D.E, N®6 del 21/12/2017, publicado en el D.O.
N°240, tomo 417 del 22/12/2017'^—en: concepto de multa por la comisión de la infracción regulada
en :el artfculu 4 letra e) de la LPC, pon ño prestar los servicios en los. términos contratados

:!2



tunforme ál análisis expuesto en los romanos: VII y VI11 de la presente resolución y con fundamentó

en Ids disjposicÍQnes íegaies ptécita;^

b) Otdenese a\ proveedor Óscar Alejandro Ordoñez Varela. realizar la devolución de lo pagado a la
señora v por la cantidad de PIENTO NOVENTA Y C.IÍÍCC)

DÓLARES. BE IiOS ESTADOS UNIDOS DE AlVIÉRICA,($195-00), según lo expuesto en el
romano X de la presente tesolüción.

La presente resolución deberá ser cumplida dentro de los diez días hábiles siguientes a la

notificación reápeetiva, debiendo comprobar su acatamiento a esto tribunal dentro del plazo
indicado. La multa imbuesta deberá hacerse efectiva en la Dirección General de Tesorería del

Ministério de Hacienda, dentro del referido plazo; caso contrario h Secretaría de este Tribunal

certificará la presente resolución pafá ejecución forzosa conforme a los procedimientos comunes.

c) en Ja Secretaría de este Tri ccrtiílcación de la presente resolución a la consumidora,!

páralos efectos: legales queCstirne convenientes.

d) Mágc^e delconaéitnmñtddi los intefvhi¡entes que, en cumplimiento al artículo 104 de la LbA y de

csnfoirnidad a jos artículos 132 y 133 de la misma ley, la presente resolución admite recurso de

recGnsidefaeióni ercüal puede ser interpuesto ante este mismo Tribunal Sancionadór de la

Defensoría del Consumidór, dentro del plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente-

á la nótifiéáclón de la presenteresolueión. en la dirección siguiente; T'\ Calle Poniente y Pasaje D

#5Í43, Colonia Escalón, San Salvador. ,

éj Notifiquese,

€m'a

.losé LeGislck Castro

Pre.sidente

Su jóse ?utáya K^ícrénciez Juan Carlos Ramírez Giéñfuégós
, Segundo VQGáJ

pronunciada POR liós miembros del tribunal saNcionador de la defiínsoría del
CÓNSUMIDOR/QUELASUSCaaBEN. ' f '

S.ecreti anoionador


